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1.- El fallo en comentario:

El fallo en comentario de fecha 15/4/04 dado por la Cámara Civil y Comercial del Departamento Judicial Mar del Plata, Sala II, recaído en el caso “LARA, Irma T. c/ VELÁSQUEZ, Marcos y ots. s/ Daños y perjuicios”
, al eximir de responsabilidad a la titular registral por los daños causados con el vehículo, cuando hubiere efectuado promesa de venta, desprendiéndose de su guarda por tradición posesoria del rodado a un tercero con anterioridad al evento dañoso, modifica el criterio anteriormente sostenido por esa Sala
, abriendo nuevo debate sobre el tema.-

Los antecedentes del caso se originan a partir de los daños que sufriera la actora en su carácter de peatón, al ser embestida por un automóvil conducido por el demandado (Marcos Velásquez), el que se encontraba registrado bajo la titularidad  de María Claudia Bintana, ello a pesar de que a la fecha del hecho carecía de la posesión y guarda del vehículo del que se había desprendido cinco años antes del hecho, según quedara probado en la causa.-

El fallo de primera instancia, en base a lo dispuesto por el art. 1113 del Cód. Civil y el rigor emergente del art. 27 del Dec. Ley 6582/58, con la modificación que le introdujera la Ley 22.977, condena a la propietaria registral del automotor, que no había efectivizado denuncia de venta.-

La Cámara -como se anticipara- revoca el fallo, eximiendo de responsabilidad a la titular del rodado, ajustando su resolución a la mayor flexibilidad interpretativa que a la normativa en cita le ha impuesto la Corte Federal, a partir de la doctrina sentada en el caso “CAMARGO”
.-

2.- Responsabilidad objetiva del propietario del automotor:
  Frente al innegable adelanto técnico que desde fines del Siglo XIX al presente implicó el advenimiento del automotor como medio de transporte, surgió simultáneamente el grave riesgo que su circulación creaba, irrogando eventualmente innumerables daños a las personas y cosas, generándose a partir del tránsito vehicular una litigiosa situación entre el conductor, propietario o guardián del automotor y la víctima.-

Esta lamentable realidad cotidiana motivó una profunda modificación en el régimen de responsabilidad civil, a partir del replanteo valorista del derecho, en consideración a los fines perseguidos.-

En esta línea de pensamiento, de continua búsqueda de la fuente de la obligación de reparar los daños y perjuicios, provocados con causa en la circulación automotor, se pregunta Henri Batiffol ¿Para qué discurrir sobre la cuestión de saber si la responsabilidad exige culpa, cuando en realidad lo que se quiere es proteger a los peatones sobre los crecientes peligros del tránsito?.-

Dando respuesta inmediata a su interrogante, sostiene que: “La obtención de este resultado basta para justificar la responsabilidad del automovilista, sin que la víctima tenga que probar la culpa de aquél; dicho resultado es la justificación real”
.-

Dentro de la doctrina nacional, Guillermo Borda, como impulsor de la reforma del Código Civil de 1968, compartió los principios finalistas anteriormente reseñados, 

los que en su ejecución han recibido la importante recepción legal que se desprende de los nuevos párrafos agregados por la Ley 17.711, al artículo 1113 del código de fondo
.-

En suma, es dable hablar de responsabilidad civil tanto cuando está presente la culpabilidad, como cuando se halla ausente y se haga la imputación a mérito del presupuesto positivo “riesgo creado” por el propietario o guardián (vg. comodatario y locatario del vehículo)
, en uno y otro caso se debe responder de los propios actos dañosos
.-

Principio que no es absoluto respecto del titular registral, en los supuestos en que el mismo se ha visto privado de la posesión del rodado, perdiendo por ello su custodia, con causa en un hecho contrario a su voluntad, por alguien que a su respecto resulta ser un tercero por quien el propietario (o el guardián) no debe responder
.-

Por lo demás, el propietario siempre tendrá a su alcance la posibilidad de mantenerse indemne por cuanto deba a un tercero en razón de su obligación de reparar, trasladando esta eventualidad a un asegurador, mediante la contratación de un seguro de responsabilidad civil
.-

3.- Régimen del dominio del automotor en el Derecho Argentino:
El Decreto-Ley 6582/58 estableció la inscripción registral “constitutiva del dominio”, sobre cosas muebles
.-

A partir del mismo, el dominio de los automotores se constituye y adquiere mediante la inscripción registral.-  Dicho régimen ha reemplazado la tradición como modo constitutivo del derecho real de dominio, a punto tal que si no se inscribe no se opera la tradición de dominio, aunque se haya hecho entrega de la cosa; y al contrario, la inscripción posee autonomía suficiente para transferirlo aunque no se haya hecho tradición.- 

Así,  desde la vigencia del DL 6582/58 el automotor se halla fuera del régimen jurídico de las cosas muebles previsto por el art. 2412 del Código Civil y, consiguientemente, el propietario del móvil no es quien tiene su posesión sino el titular inscripto, a punto tal que ha afirmado la jurisprudencia que: “... En materia de automotores, no rige la máxima “posesión vale título”, sino que corresponde decir “la inscripción vale título” si la registración se efectuó de buena fe y el automotor no es robado ni hurtado”
.-

Consecuentemente, la acción que la víctima posee a presentarse a la jurisdicción, con el objeto de obtener una providencia de mérito sobre su derecho, requiriendo la reparación de los daños sufridos por un accidente vehicular
, exige como requisito habilitante acreditar la titularidad del automotor en la persona del demandado.-

 La calidad de propietario del rodado será fuente de prueba
 a cargo del actor, a su vez condicionante de la viabilidad de la acción contra el titular del mismo, legitimado pasivo de la relación procesal, demostrable usualmente por medio de prueba documental e informativa.-

4.-  Denuncia de venta como eximente de responsabilidad del titular registral de un automotor:

Intentada la acción contra el propietario del vehículo como obligado a la reparación de daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, que lo tuviera como protagonista responsable en su carácter de dueño de la cosa, corresponde preguntarse si resulta viable eximirlo de responsabilidad si acreditó que al momento del hecho había enajenado el automotor desprendiéndose de su posición por tradición a un adquirente sin modificar su titularidad dominial.-

La respuesta adversa surge claramente del principio general que contiene el art. 27 del Dec. 6582/58 (t.o. L. 22.977), al prescribir que: “Hasta tanto se inscriba la transferencia, el transmitente será civilmente responsable por los daños y perjuicios que se produzcan con el automotor, en su carácter de dueño de la cosa...”.-  Otorgando en párrafo siguiente la posibilidad de exoneración del titular si con anterioridad al hecho “hubiere comunicado al registro que hizo tradición del automotor”, en cuyo caso “se reputará que el adquirente o quienes de este último hubiesen recibido el uso, la tenencia o la posesión de aquel, revisten con relación al transmitente el carácter de terceros por quienes él no debe responder, y que el automotor fue usado contra su voluntad”.- 

La modificación introducida por la Ley 22.977 desanima conductas contrarias a la buena fe, que facilitarían la evasión de la responsabilidad civil que al propietario registral claramente le impone la exégesis de la ley, en el caso de que se aceptara acreditar la transferencia del vehículo por medios ajenos al categóricamente establecido por el art. 27 anteriormente citado
.- 

Con ello, el legislador  ha intentado cerrar la posibilidad de sostener   la tesis en contrario que tenía por sustento el texto originario que al art. 27 le otorgaba el Decreto-Ley 6582/58, ratificado por Ley 14.467 de 1958, en tanto establecía una presunción “iuris tantum” de responsabilidad, estableciendo que “la falta de inscripción de la transferencia del dominio de los automotores de acuerdo con las prescripciones del presente decreto ley, presumirá la responsabilidad de la persona a cuyo nombre figure inscripto el vehículo”, que había llevado a considerar no subsistente la responsabilidad de quien figura en el Registro Nacional de la Propiedad Automotor como titular del vehículo causante del daño, cuando lo hubiera enajenado y entregado al comprador con anterioridad a la fecha del siniestro, si esta circunstancia resultaba debidamente comprobada en el proceso
 .-

5.-  La Ley 22.977 en su vigencia jurisprudencial:
 El sistema normativo descripto venía  obteniendo en forma plena la finalidad de su exégesis, conforme su efectiva vigencia jurisprudencial
 a través de la doctrina  plenaria de  los Máximos Tribunales Provinciales y el fallo plenario de la Cámara Nacional Civil de Capital Federal.-

Así, por mayoría, la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires interpretó por mayoría que: “Si el titular registral del automotor no comunicó la transferencia del automotor (aviso de venta), responde por el daño provocado por ese vehículo a un tercero (art. 27, Dec. Ley 6582, texto Ley 22.977)”.-   Entendiendo por ello que: “Resulta civilmente responsable el titular de dominio del automotor, resultando inútil alegar que la transferencia de automotor se materializó con anterioridad a las modificaciones introducidas por la Ley 22.977 al régimen de propiedad del automotor porque la propia ley  en su art. 5º estableció un plazo para la inscripción de dichas transferencias” 
.-

Remarcando a su vez el Máximo Tribunal Provincial que “cuando el texto de la ley es claro y expreso, no cabe prescindir de sus términos, correspondiendo aplicarla estrictamente y en el sentido que resulta de su propio contenido”, por lo que ha decidido que “al intérprete de la ley no puede acordársele el poder de variar el contenido mismo del texto legal interpretado, al grado de prescindir de él, pues la materia de la ley no es un caucho tan elástico, y la técnica interpretativa no es de una flexibilidad tal que a fuerza de tirar sobre el texto se llegue siempre a solucionar el caso”
 .-

Contrariamente, la doctrina minoritaria de la Corte Provincial  había entendido que “ser titular de dominio y no tener la posesión es idéntico a no serlo, pues al entregar el vehículo el titular está imposibilitado de ejercer poder alguno sobre él”.-  O bien, “en los supuestos de la responsabilidad que al alcanzado por ello se sirva de la cosa o la tenga a su cuidado, conforme lo dispuesto por el art. 1113 CCiv., y ello es así si se tiene en cuenta el empleo de la conjunción “o” en el párrafo 2º de aquel precepto, por lo que si el enajenante declinó sus poderes transfiriéndolos al adquirente, y éste recibe legítimamente la posesión, es el último quien debe responder por los daños causados por el automotor aún cuando no se haya realizado la transferencia de dominio ni denuncia de venta”
.-

En similar sentido se expidió la Cámara Nacional Civil a partir de lo resuelto en fallo plenario del 9/9/1993, recaído en autos “MORRIS DE SOTHAM, Nora c/ BESUZZO, Osvaldo P.”
, dejando sin efecto la doctrina anterior.-

Con este alcance, la jurisprudencia citada venía dando mayoritariamente una interpretación que respeta la exégesis de la ley 22977,  sustitutiva del art. 27 del DL 6582/58.-

Ambas Salas de la Cámara Civil y Comercial Departamental Mar del Plata
 seguían la doctrina mayoritaria de la Suprema Corte Provincial anteriormente reseñada.-

Como veremos, a partir del caso “LARA” la Sala II se aparta de la interpretación literal de la norma en comentario, en la búsqueda de una solución de mayor equidad.-

6.- Precedente de la Corte Suprema Nacional dado en el caso “CAMARGO”:

Por su parte, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ejerciendo su competencia originaria en la causa que por daños y perjuicios promovieran Martina Camargo y otros contra la provincia de San Luis y otra, en virtud del accidente de tránsito sufrido el 23-3-90 y en el que perdiera la vida el esposo y padre de los actores
, en lo que hace a la responsabilidad extracontractual del propietario del automotor, a los fines de la reparación de los daños y perjuicios sufridos por la víctima de un accidente de tránsito, mantuvo doctrina encontrada entre sus miembros (más allá de la condena que ambas posiciones impusieran a la provincia).-

Ante el planteo de la provincia de San Luis, que arguyera la inexistencia de responsabilidad de su parte por no ser al tiempo del accidente propietaria del vehículo, que había sido vendido por el gobierno provincial en remate público el 6/5/89, la mayoría
 de la Corte reiterando su doctrina
 consideró que “el art. 27 de la L. 22.977 establece que hasta tanto se inscriba la transferencia, el transmitente será civilmente responsable por los daños y perjuicios que se produzcan con el automotor, en su carácter de dueño de la cosa.  Dispone también que si, con anterioridad al hecho que motiva su responsabilidad, el titular del dominio ha efectuado ante el registro la denuncia de haber hecho tradición del vehículo, “se reputará que el adquirente o quienes de este último hubiesen recibido el uso, la tenencia o posesión de aquél, revisten con relación al transmitente el carácter de terceros por quienes él no debe responder y que el automotor fue usado en contra de su voluntad”.-  

Valorando a su vez que “la norma mencionada creó a favor del titular registral un expeditivo procedimiento para exonerar su responsabilidad –que consiste en efectuar unilateralmente la denuncia de que ha hecho tradición del vehículo al adquirente-, con el propósito de conferirle protección legal frente a la desidia o negligencia del comprador que omite registrar la transferencia”.-  

Para concluir que “la eficacia legal de tal medio de prueba se dirige, esencialmente, a relevar a quien el registro indica como propietario de la necesidad de demostrar que ha perdido la disponibilidad material del automotor con motivo de su venta, al haberlo entregado a terceros “por quienes él no debe responder”.  Como consecuencia de ello, la ley presume que el vehículo fue usado contra su voluntad”.-  
Como excepción al principio general y más allá de que en el caso no exoneró de responsabilidad a la provincia de San Luis, que fue condenada a reparar en su calidad de propietaria registral del rodado, dejó sentado que “los efectos que dicha norma atribuye a la denuncia, no excluyen, sin embargo la posibilidad de acreditar en juicio de manera fehaciente que el titular registral ha perdido la guarda del vehículo con anterioridad al suceso que genera su responsabilidad y permiten –por ende- que se evalúe en la causa si subsiste la responsabilidad que le atribuye la primera parte del art. 27 de la L. 22.977”.-

Sin perjuicio de ello, siempre dentro de los fundamentos de la mayoría, la eximente fue valorada negativamente y con el más absoluto rigor probatorio, ya que la Corte entendió que la documentación acompañada por la provincia para acreditar su aseveración, resultó insuficiente, a pesar de la venta en subasta del vehículo, merituando que no había constancias que acreditaran “mínimamente ... en qué oportunidad se desprendió de la guarda del vehículo”, por lo que lejos de desobligarla, la condenó al pago de la indemnización establecida en sentencia a favor de los actores.-

Contrariamente, la minoría
 arribó a igual solución de condena, pero sin dejar abierto eximente alguno respecto de la posibilidad de acreditar en juicio acabadamente que el titular registral ha perdido la guarda del vehículo con anterioridad al suceso que genera su responsabilidad, haciendo una aplicación estricta del principio general del art. 27 de la L. 22.977, dentro del cual el transmitente será civilmente responsable por los daños y perjuicios que se produzcan con el automotor, salvo anterior comunicación al registro de haber efectivizado la tradición del mismo, recaudo que se tuvo por no cumplido ni invocado por la provincia de San Luis.-  De ahí que se declarara su plena responsabilidad dentro de los antecedentes del caso “CAMARGO”.-

Como principio, entendemos que el voto de la minoría posee un mayor ajuste al texto de la ley y coherencia dentro de la doctrina de la propia Corte Suprema de Justicia de la Nación, que tiene reiteradamente resuelto como principio de subordinación de los tribunales inferiores, que no corresponde convalidar sentencias que dando una interpretación contraria no constituyan una derivación razonada del derecho vigente, en base a las circunstancias comprobadas de la causa
 –en el supuesto en comentario, calidad de propietario registral del automotor y su consecuente obligación de reparar los daños provocados con el mismo-; ya que de lo contrario no existiría “comprobación que en el sentido constitucional confiera validez a la tarea judicial, si por distorsionada interpretación de la prueba se incurriera en arbitrariedad o absurdo”
.-

7.- Flexibilización del principio de responsabilidad del “propietario registral” del automotor:

Desde lo resuelto en el caso “LARA”, la Sala II de la Cámara Civil y Comercial Departamental Mar del Plata, llevando adelante un nuevo examen de la cuestión, adhiere a la jurisprudencia anteriormente comentada,  mayoritaria de la Corte Nacional y a su vez minoritaria de la Corte Provincial.-

Para ello asumió la Alzada una postura que juzgó de mayor equidad y menor apego a la exégesis de la ley
.-

Consecuentemente, adoptó un criterio por el cual “a la luz del art. 1113 2da. parte del Código Civil, quien figura como titular registral de un vehículo vendido a un tercero, puede exonerarse de responsabilidad si realiza la denuncia en el Registro de la Propiedad Automotor (art. 27 L. 22.977) o si probó fehacientemente haber perdido la guarda del mismo antes de que acaeciera el hecho dañoso –culpa de un tercero por quien no debe responder- (art. 1113 2da. parte del Código Civil)”.-

Para así sostenerlo como condición habilitante de la excepción de falta de legitimación para obrar opuesta
 por la propietaria registral del rodado, valoró la prueba
 producida en autos por la misma.-

 En definitiva, la Alzada valoró que se había acreditado fehacientemente
 por parte del titular registral, el desprendimiento de la guarda y posesión del vehículo  con anterioridad al hecho ilícito, como eximente de su responsabilidad civil.- 

8.- Conclusión:
El caso “LARA”
 en comentario, recepta la controversia que reabriera la Corte Federal al decidir en instancia originaria el alcance de la “debatida cuestión” de la responsabilidad civil del propietario del automotor cuando el vehículo fue prometido en venta a otra persona y se hizo entrega de la posesión con anterioridad a la fecha del hecho.-

Al momento de optar el intérprete judicial por uno u otro análisis conceptual del tema, el estricto objetivo legal  se ve enfrentado con la equidad.-  Una vez más, se hace presente la “actitud hostil” hacia el finalismo
 establecido por la Ley 22.977 en la búsqueda de una mejor tutela de las víctimas de los accidentes de tránsito.-

La obtención del resultado legislativamente proyectado impone un mayor apego a la exégesis de la ley
, la que le impone al titular registral del rodado la transferencia o denuncia de venta ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor de haber transmitido su posesión como condición “sine qua non” para liberarlo de su responsabilidad por los daños y perjuicios causados con el mismo
.-

Contrariamente, en razón de la equidad, se admite la prueba fehaciente de haber transferido la guarda como eximente de la obligación de responder; esta línea de pensamiento indudablemente deberá mantenerse dentro de un estricto marco valorativo, frente al creciente desprecio de los automovilistas en velar por la seguridad propia y de terceros y el elevado riesgo moral que impera en nuestra cultura, proclive a idear rápidas situaciones tendientes a eludir la responsabilidad reparatoria del damnificado.-

 Juan Gustavo Salthú (salthu@estudiojuridicomdp.com.ar)
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